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Pablo Emilio Angarita Cañas (2011). 
Seguridad democrática. Lo invisible 
de un régimen político y económico. 
Bogotá: Siglo del Hombre Editores.

Olmo Jesús Sierra Moreno1 

El doctor en Derecho Pablo Angarita analiza 
lo que ha sido la política de seguridad demo-
crática en Colombia en los dos períodos del 
Gobierno de Álvaro Uribe Vélez. Justificada 
por múltiples hechos de violencia, la seguri-
dad viene a ser el discurso político que pre-
tende recuperar el orden a cualquier costo. Su 
estudio parte de los planteamientos críticos e 
históricos, para desarrollar un tema complejo 
por su connotación política, jurídica y econó-
mica. Los diferentes paradigmas multi-méto-

1 Estudiante de Psicología Universidad Nacional de Colom-
bia, miembro del grupo de investigación social Quimera. 
Correo electrónico: olmo1992@gmail.com

do en los que se apoya el autor tienen la parti-
cularidad de que se ubican en los intereses de 
las clases subalternas y sectores excluidos. 

Su análisis parte de la pregunta ¿por qué la 
seguridad es objeto de investigación?Angarita 
encuentra que la sociedad ha sido invadida por 
el miedo y es presa de un clima de “insegu-
ridad” explicado por las múltiples violencias, 
magnificadas por los medios de comunicación. 
La solución militarista emergió encabezada 
por Álvaro Uribe, quien concretó su Gobierno 
en la política de seguridad democrática. 

En el libro se profundizan los temas acer-
ca de la seguridad democrática no solo en el 
contexto del conflicto armado, sino estrecha-
mente ligados al afianzamiento del modelo 
neoliberal y la protección de los intereses de 
corporaciones transnacionales y nacionales, 
enmarcados en el Plan Colombia, Plan Pa-
triota, en relación directa con la seguridad, el 
régimen político y el modelo económico.

De acuerdo con esto, la utilidad que re-
porta la lectura del texto comprende seis ca-
pítulos: en el primero, se hace relación a los 
conceptos teóricos base para el conjunto de 
la investigación, aludiendo a tres corrientes 
filosófico-políticas (ideas conservadoras, ideo-
logía liberal y pensamiento crítico). El segun-
do capítulo se refiere a las diversas concep-
tualizaciones y tipologías de seguridad desde 
donde el autor realiza un minucioso análisis 
entre el miedo y la seguridad ofrecida por el 
Estado o agentes privados. En el tercer capí-
tulo, mediante un análisis histórico, el autor 
encuentra que las políticas de seguridad, es-
trategias de control social y movimientos de 
resistencia han prevalecido por casi 200 años. 
En el cuarto capítulo se habla de neolibera-
lismo y bonapartismo, los que están ligados 
entre sí y permiten un desarrollo acelerado de 
la política económica. En este mismo sentido, 
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en el quinto capítulo la seguridad democrática 
es la punta del iceberg del régimen político y 
económico. El sexto capítulo comprende las 
conclusiones y propuestas.

En este orden, la seguridad democrática se 
convierte en el diseño de políticas tendientes 
a acelerar un modelo económico, fortalecido 
por una serie de medidas de control social 
apuntalando a la apertura del capital transna-
cional. El régimen autoritario es parte esencial 
de este modelo, pues deja el camino expedito 
para que no existan reclamos sociales. Estos, 
apaciguados por medio de la fuerza, justifica-
dos por acciones violentas, guerra y terroris-
mo, consagrados en el enfoque securitario co-
nocido como Doctrina de Seguridad Nacional 
(DSN), y su opuesto, la seguridad humana. 
Los nuevos “enemigos” son el narcotráfico y 
el terrorismo que se utilizan para justificar las 
actuales políticas de seguridad.

En el estudio, Angarita encuentra que 
existe una estrecha relación entre los conteni-
dos estratégicos de la DSN con los contenidos 
estratégicos de la política de seguridad demo-
crática. Planes como el Plan Colombia, Plan 
Patriota, tienen nexos entre la seguridad, el 
régimen político y el modelo económico. Sin 
este compendio de leyes y normas jurídicas, la 
aplicación del modelo neoliberal se haría más 
compleja. En igual sentido, el autor plantea 
una hipótesis que recorre la obra: “La política 
de seguridad realmente responde a las nece-
sidades biopolíticas del modelo de desarrollo 
neoliberal implementado a través del Estado, 
pero también fuera de este, una estrategia 
mancomunada que combina acciones legales 
y estrainstitucionales” (96).

El discurso acerca de los peligros de la in-
seguridad, el desorden, la subversión y última-
mente el “terrorismo” son ejes que cruzan cer-
ca de 200 años de historia, apropiado como 

un discurso político en defensa de una élite 
política dispuesta a contener el malestar de los 
sectores populares. Para explicar el tema de la 
seguridad, Angarita se apoya en dos enfoques: 
el que toma la seguridad como un fin en sí 
mismo, y otro para el que está en un medio de 
protección de los derechos humanos. Del pri-
mero se desprenden consecuencias como prio-
rizar la seguridad del Estado por encima de la 
de los habitantes y, lo que es peor, subordinar 
derechos humanos fundamentales (libertad, 
honra, presunción de inocencia, buen nom-
bre, hábeas corpus, garantías procesales, entre 
otros). La política de seguridad tiene un alto 
componente coercitivo en el que las prácticas 
militaristas resultan inevitables, obligando a 
sus ejecutores a construir argumentos sofísti-
cos para justificar el abuso de la fuerza.

Aunque la Constitución de 1991 consagró 
un conjunto de derechos humanos estableci-
dos en tratados y pactos internacionales, estos 
han tenido, sobre todo en la política de Uri-
be, una ambigua forma de ejecución: clasista 
y manipuladora, explicada por la generosidad 
que mostró el Gobierno en diseñar leyes que 
protegieran a los paramilitares, mientras que 
para quienes cometieran delitos menores, las 
leyes se aplicarían con rigor y se endurecerían 
las penas.

Acerca de la violencia insurgente y para-
militar, Angarita establece que son distintas 
al terrorismo, aunque ambas usan métodos 
terroristas para lograr sus fines. Agrega que 
todos los ejércitos y todas las fuerzas arma-
das legales e ilegales en algún momento han 
usado métodos terroristas, aunque no lo re-
conozcan. “Por lo general, los ejércitos tien-
den a calificar de terroristas los métodos usa-
dos por sus enemigos, como ocurre hoy en 
el mundo en donde el término “terrorismo” 
es usado para referirse únicamente a acciones 
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realizadas por grupos opuestos al poder esta-
blecido” (98). Bajo este concepto, se puede 
explicar parte del conflicto y de la política de 
seguridad; desde el Estado se califica las ac-
ciones insurgentes como terroristas, pero el 
Estado presenta como legítimas esas mismas 
prácticas cuando es él quien las realiza.

El régimen presidencialista fue reafirmado 
en la Constitución de 1991, explicado por la 
concentración de poderes de orden ideológi-
co y cultural: “El Presidente de la República 
simboliza la unidad nacional” (art. 188). Pero, 
además, otorgándole una excesiva concentra-
ción de poderes al elevarlo a “Jefe de Estado, 
Jefe de Gobierno y Suprema Autoridad Admi-
nistrativa” (art. 189), lo que produce impedi-
mentos para la participación democrática.

El autor toma como referente el término 
bonapartismo para definir el modelo político 
aplicado por Uribe Vélez con las siguientes ca-
racterísticas: a) Concentra todos los poderes 
públicos e intenta eliminar los diversos órga-
nos de control o, en su defecto, subordinar-
los. b) Profundiza el reformismo neoliberal. c) 
Intenta suprimir el Estado de derecho y pasar 
del Estado comunitario al Estado de opinión 
al concebir el primero como traba burocráti-
ca y, en contraposición, promover la relación 
directa caudillo-masa saltando los canales 
institucionales. d) Usa la fuerza legítima del 
Estado como aparente rechazo a las vías de 
hecho, aunque realmente no renuncia a ellas, 
como lo hace con la política de seguridad de-
mocrática. f ) Concepción premoderna de la 
autoridad configurando relaciones paternalis-
tas entre gobernante y sociedad. g) Tendencia 
a eliminar las diferencias en su pretensión de 
construir un pensamiento único. h) Emplea 
una neolengua acompañada de expresiones 
paternalistas con las que procura disimular su 
autoritarismo (236).

Angarita afirma que, para entender el 
conflicto colombiano, debemos verlo como 
la existencia de múltiples conflictos que se 
entrecruzan, se superponen y se refuerzan 
mutuamente. A los típicos conflictos sociales 
propios del sistema capitalista, se han sumado 
las confrontaciones armadas entre el Estado y 
los diversos grupos insurgentes, junto con la 
estrategia contrainsurgente de las clases domi-
nantes bajo la modalidad de paramilitarismo, 
que en estrecha articulación con organizacio-
nes vinculadas al narcotráfico, complejizan la 
guerra y fomentan soluciones violentas a los 
conflictos propios de la convivencia social.

El autor encuentra que los discursos pro-
nunciados por Uribe Vélez y los métodos de 
guerra para tratar los conflictos sociales se con-
vierten en el mensaje directo a la población y 
en ejemplos concretos que conforman un mo-
dus operandi de resolver las controversias. Por 
otro lado, se podría pensar que la política de 
seguridad democrática es nueva en su formu-
lación; sin embargo, Angarita afirma que está 
relacionada directamente con la DSN, en la 
que además de incrementar equipos, nuevas 
tecnologías y logística, ha incorporado a la po-
blación civil en la lucha “antiterrorista” como 
con la red de cooperantes o con las leyes que 
restringen las libertades civiles y los derechos 
colectivos, todo ello posibilitado por la élite 
dominante.

Finalmente, el autor abre la discusión so-
bre el tema de seguridad vista desde abajo y 
la seguridad humana, y la forma como desde 
el Estado se asume una respuesta coercitiva a 
las demandas por reducir los índices de la in-
seguridad.
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